RADICADO: 66170 60 00 066 2015 00593 01

PROCESADO: NILSON DE JESÚS SEPÚLVEDA RAMÍREZ  

DELITO: HOMICIDIO AGRAVADO Y OTRO

ASUNTO: IMPEDIMENTO 

5
RADICADO: 66170 60 00 066 2015 00593 01
PROCESADO: NILSON DE JESÚS SEPÚLVEDA RAMÍREZ  

DELITO: HOMICIDIO AGRAVADO Y OTRO
ASUNTO: IMPEDIMENTO 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE 

PEREIRA - RISARALDA

SALA PENAL

M P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ 
Pereira, diez (10) de junio de dos mil dieciséis (2016)
Acta No. 505
Hora: 2:30 p.m. 
1. ASUNTO

Conoce la Sala del impedimento propuesto por la Juez Primera Penal del Circuito con Función de Conocimiento de Dosquebradas, para conocer de la actuación correspondiente a la solicitud de audiencia de aprobación de preacuerdo e individualización de pena y lectura de sentencia (etapa de juicio), dentro del proceso que se adelanta contra el ciudadano Nilson de Jesús Sepúlveda Ramírez, por el delito de homicidio agravado y porte ilegal de armas. La mencionada Juez sustentó su decisión en el hecho haber improbado un preacuerdo y analizado los EMP con que contaba la FGN.
2. ANTECEDENTES

2.1 Las diligencias fueron recibidas en el Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas el día 29 de enero de 2016 (folio 131) para que diera trámite a  una audiencia de aprobación de preacuerdo e individualización de pena y lectura de sentencia (fase de juicio). 

2.2 Mediante auto del 15 de febrero del año en curso (folio 131-132), la juez primera penal del circuito de Dosquebradas se declaró impedida para conocer del proceso y dispuso su remisión al Juzgado Segundo Penal del Circuito de esa localidad, argumentando que ya había emitido un concepto dentro del presente asunto, específicamente porque había llevado a cabo una audiencia en la que improbó un preacuerdo al considerar que no estaba acreditado el estado de ira e intenso dolor que había reconocido la FGN, para lo cual valoró las pruebas arrimadas por el órgano investigador, y que por tal razón se encontraba incursa en la causal de impedimento prevista en el numeral 4º del artículo 56 de la ley 906 de 2004. 

Para sustentar esa situación allegó copia de las actas de audiencias del 22 de julio de 2015 (folio 133), y del 18 de agosto de 2015 (folio 135), donde improbó el preacuerdo en mención al considerar que no estaba acreditado el estado de ira e intenso dolor. También anexó copia del auto proferido por esta Sala de fecha 15 de octubre de 2015, mediante el cual se nulitó lo actuado a partir de lo actuado con posterioridad a las audiencias preliminares, con el objeto de que la FGN solicitara una nueva audiencia de formulación de imputación atendiendo la variación de la situación fáctica, en razón del deceso del señor Rubiel Naranjo Arias.
2.3 Por su parte, el juez segundo penal del circuito de Dosquebradas, a través de auto del 17 de febrero de 2016 (folio 164-165), consideró que su homóloga no se encuentra incursa en la causal invocada, citando para el efecto la providencia de la CSJ SP del 16 de septiembre de 2007, radicado 27759 y porque la consecuencia de la declaratoria de nulidad es la inexistencia de una actuación, razón por la cual la misma debe rehacerse, y por tanto los conceptos rendidos por el fiscal, juez o tribunal no pueden ser sustento de un impedimento, por tratarse de una actuación nueva, que no ha sido objeto de discusión.  
3. CONSIDERACIONES

3.1 Esta Colegiatura debe pronunciarse sobre la situación planteada en atención a lo dispuesto en el artículo 57 de la Ley 906 de 2004, modificado por el artículo 82 de la Ley 1395 de 2010, en concordancia con el artículo 34-5 del código de procedimiento penal. 

3.2 El artículo 57 de la Ley 906 de 2004 modificado por el artículo 82 de la Ley 1395 de 2010, señala lo siguiente: 

“Artículo 57. Trámite para el impedimento. Cuando el funcionario judicial se encuentre incurso en una de las causales de impedimento deberá manifestarlo a quien le sigue en turno, o, si en el sitio no hubiere más de uno de la categoría del impedido o todos estuvieren impedidos, a otro del lugar más cercano, para que en el término improrrogable de tres (3) días se pronuncie por escrito. 

En caso de presentarse discusión sobre el funcionario a quien corresponda continuar el trámite de la actuación, el superior funcional de quien se declaró impedido decidirá de plano dentro de los tres días siguientes al recibo de la actuación. 

Para tal efecto, el funcionario que tenga la actuación la enviará a la autoridad que deba resolver lo pertinente.”

3.3 El propósito de la referida norma es la de sustraer del conocimiento del asunto al funcionario judicial que se encuentre incurso en una de las causales de impedimento consagradas en el canon 56 del C.P.P., con el fin de salvaguardar la imparcialidad y transparencia que debe orientar el ejercicio de la función pública de administrar justicia, las cuales pueden verse afectadas por la estructuración de los eventos expresa y taxativamente señalados por el propio legislador.

3.4 Sobre esa figura jurídica, la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia en auto del 26 de enero de 2015, radicado 45233, expuso lo siguiente: 

“La institución de los impedimentos y las recusaciones constituyen un desarrollo del principio de imparcialidad de los jueces (art. 5 C.P.P./2004), así como también del principio de independencia de las decisiones judiciales (art. 228 Const. Pol.); pues permite que, de manera excepcional y por las situaciones previstas en la ley, un juez se aparte del conocimiento de un asunto para el cual es competente, por concurrir o sobrevenir circunstancias que puedan afectar el “imperativo de establecer con objetividad la verdad y la justicia”. Así las cosas, las razones para declarar y atender un impedimento son (i) excepcionales porque relevan al funcionario del deber legal de decidir todos los casos sometidos a su consideración, y (ii) taxativas porque no obedecen al capricho del interesado o del intérprete, sino a su expresa previsión por el legislador.

Pues bien, la situación que adujo el conjuez HERNÁN CORTÉS CORREA para declararse impedido en el trámite de la solicitud de cesación de la acción penal promovida contra WOLFANG OTTO GARTNER GALVIS, consiste en que éste ejerce funciones como Juez Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría y, en tal virtud, conoce de un proceso civil en el que aquél es apoderado de la parte demandante. Ello, continúa, podría acarrear que, a futuro, el funcionario judicial indiciado propusiera su impedimento para continuar con el conocimiento del asunto civil. Frente a tales razonamientos, la Sala Penal del Tribunal Superior de Pereira -integrada por conjueces-, se pronunció considerando que carecían de fundamento en una de las expresas causales previstas en el artículo 56 del C.P.P./2004.

La razón argüida por el conjuez en apoyo de su propósito de apartarse del asunto penal ya referido, se soporta en un hecho que bien puede tenerse por cierto a partir de las fotocopias que allegó (es parte en un proceso civil en el que el indiciado es el juez), y, al tiempo, en otro que, a todas luces, es meramente hipotético (el juez civil se podría declarar impedido). Tal y como lo sostuvo la Sala Penal del Tribunal, ninguna de esas circunstancias, ni la cierta ni la inferida, encajan en cualquiera de los 15 supuestos de hecho previstos en el artículo 56 procesal, por lo que mal puede decretarse la consecuencia jurídica perseguida por el interesado. Es más, la falta de adecuación de la situación invocada como peligrosa para la imparcialidad judicial, a una de las taxativas causas legales, fue reconocida por el mismo conjuez, por lo que resulta incomprensible la razón por la cual decidió impulsar el presente trámite.

A más de lo anterior, en la justificación de la circunstancia que pretende calificarse como impediente, se incluyó una mera conjetura o inferencia que, aun cuando se obviara el inexorable requisito de la taxatividad, tampoco permitiría la aprobación de esa manifestación; pues no se compadece con la naturaleza excepcional de los impedimentos, la cual presupone la existencia de un riesgo serio, cierto e inmediato a la independencia e imparcialidad judicial, y no eventos azarosos o inciertos. Menos aún, cuando ni siquiera se avizora que la ocurrencia de éstos pudiera configurar una causa legal de separación del asunto.”

3.5 Es de advertir que la juez primera penal del circuito de Dosquebradas, señala como causal del impedimento la reglada en el numeral 4º del artículo 56 del CP,  ya que en su oportunidad examinó la carpeta de la FGN y expuso su criterio respecto al reconocimiento del estado de ira e intenso dolor que igualmente hace parte del nuevo preacuerdo celebrado por las partes. 
En el presente asunto se observa que esa funcionaria se declaró impedida para conocer de la nueva actuación que arribó a su despacho, una vez esta Corporación declaró la nulidad de lo actuado “en lo relativo a la actuación procesal cumplida luego de las audiencias preliminares adelantadas en este proceso, a efectos de que la FGN solicite una nueva audiencia de formulación de imputación, como consecuencia de la variación del contexto fáctico del caso, que se encuentra determinado por un acto posterior como el deceso del señor Rubiel Naranjo García, en razón de lo expuesto en la sentencia CSJ SP del 29 de abril de 2015, radicado 43211, lo que deja vigente la medida de aseguramiento impuesta al procesado.” (folio 155).
Por su parte el juez segundo penal del circuito de Dosquebradas declaró infundado el impedimento en consideración a que dentro de la presente causa operó una declaratoria de nulidad, la cual trajo como consecuencia la inexistencia de la actuación a partir del instante en que ella fue declarada, razón por la cual el concepto rendido por los sujetos procesales intervinientes no puede ser objeto de impedimento, por ser una situación nueva que no ha sido objeto de debate. 
3.6 La Corte Suprema de Justicia Radicado 34186 de 2010 M.P. Yesid Ramírez Bastidas referente al tema de las nulidades dijo: 

“7… “Los Magistrados recusados se pronunciaron en el proceso penal frente a una causal de nulidad que alegó el defensor, lo cual significa que si ahora deben decidir una nueva pero similar petición de nulidad propuesta por la misma parte, no se cumple el requisito referido a que la opinión debe haber sido emitida por fuera del proceso. 

8. La Corte ha sostenido que la ley, al consagrar dicha causal de impedimento, no autoriza la separación del proceso a quien haya brindado cualquier opinión, sino sólo aquella que por su naturaleza pueda comprometer los fines que pretende proteger, esto es, la imparcialidad de la administración  de justicia, como cuando ya se ha emitido un criterio serio y razonado sobre el asunto que ahora debe revisar. 

9. De tal manera que no quedan comprendidas dentro de la causal en cuestión, las opiniones contenidas en las decisiones que son producto de la actividad judicial propia de la condición de juez, al punto que no pueden ser invocadas como motivo para soportar la causal de reacusación a menos que estén referidas a aspectos que puedan ser considerados como sustanciales y definitorios, al asumir el conocimiento del asunto que ahora se le asigna para resolver  una determinada cuestión, por competencia. 

10. Como conclusión de lo expuesto se resalta por la Sala que la recusación de un funcionario, solamente es procedente cuando se demuestre nítidamente que el funcionario judicial se encuentra impedido. En caso contrario tales solicitudes no pueden prosperar como ocurren en el presente asunto.  La expresión “participado”, no debe tomarse en forma textual, literal ni aislada del contexto procesal penal, pues de aceptarse así, se llegaría a extremos que escapan a la finalidad de salvaguarda de la imparcialidad contenida en las normas relativas a los impedimentos y recusaciones.” (Subrayado fuera de texto).
Aplicados los anteriores criterios al sub judice, la Sala considera que el supuesto compromiso que aduce la juez primera penal del circuito de Dosquebradas puede tener el efecto pretendido, en tanto que, pese a que dentro de la presente causa se nulitó lo actuado a partir incluso de la actuación realizada luego de las audiencias preliminares con el fin de que la FGN solicitara una nueva audiencia de formulación de imputación, pues el supuesto fáctico se había modificado en ocasión al deceso del señor Rubiel Naranjo García, la citada funcionaria previamente presidió una audiencia de verificación de preacuerdo en la que hizo expresa referencia a la inexistencia del estado de “ira e intenso dolor” que pretende ser también reconocido dentro de la nueva negociación realizada entre la FGN y el acusado, lo que en efecto le impide pronunciarse sobre la convención, toda vez que cuando adoptó la primera decisión, la funcionaria debió analizar las actuaciones y pruebas recaudadas en el proceso en desarrollo de las audiencias preliminares, con base en las cuales emitió juicios de valor y adoptó un criterio con relación a los hechos investigados, la responsabilidad penal del implicado y la configuración de la circunstancia de “ira e intenso dolor”, tal como se mencionó a folio 139 y 140 en la decisión adoptada por esta Sala el 15 de octubre de 2015: 
“…En lo que  atañe a los presupuestos procesales del  artículo 348 del CPP, frente al estado de ira reconocido en el preacuerdo en favor del procesado, se tiene que el señor Álvaro Jairo Naranjo Arias hermano del occiso, quien dijo haber sido testigo presencial de los hechos, dijo en su entrevista que todo se había originado en un reclamo que hizo el autor del homicidio, porque su hermano Rubiel (Q.E.P.D) le había dicho “pirobo”, al hijo del acusado. En igual sentido declaró la señora María Aliria Arias de Naranjo,  madre de la  víctima,  sobre el reclamo que hizo el acusado y afirmó que lo vio cuando disparaba por la espalda a su hijo, cuando éste trataba de evitar una confrontación.  Por su parte la esposa del acusado, identificada como Luz Yensi Durango dijo que su cónyuge le había manifestado que había disparado contra la casa de don Rubiel  porque este había insultado a su hijo,  por lo cual se fue a hacerle el reclamo, con el desenlace ya conocido. 

El arma con que se cometió el homicidio que fue ocultada por el acusado luego del hecho de sangre, fue descubierta posteriormente por miembros de la Policía Nacional en su vivienda. En el lugar donde habitaba la víctima se  encontraron orificios en la pared; muestras de  sangre y se hizo un levantamiento topográfico y se hizo un registro fotográfico que indicaba que los disparos se hicieron a través de una ventana y el recorrido que hizo la víctima. Además se  allegó la necropsia del señor Rubiel Naranjo Arias, que indicaba que murió por un proyectil de arma de fuego y que recibió el disparo por la espalda.

El preacuerdo presentado a su consideración, vulnera el principio de legalidad. Si bien es cierto que la FGN tiene facultades para llegar a ese tipo de arreglos con el acusado, igualmente se requiere que exista un mínimo de actividad probatoria  sobre la circunstancia de atenuación que fue reconocida al procesado, como se dijo en la sentencia C- 1260 de 2005 de la Corte Constitucional, donde se manifestó que el fiscal no puede crear tipos penales, ni reconocer circunstancias de atenuación que carezcan de un soporte mínimo.

En este caso las entrevistas mencionadas hacen referencia a un hecho que ni siquiera fue presenciado por el acusado, como el agravio que recibió su hijo de parte de la persona asesinada. El señor Sepúlveda  luego de ser informado sobre esa injuria, se dirigió armado a la casa de la víctima y le disparó por la espalda, por lo cual la FGN formuló acusación en su contra por el delito de homicidio agravado por el estado de indefensión de la afectado, que luego fue degradado a homicidio en estado de ira, cuando las evidencias demuestran que el señor Naranjo recibió un disparo por la espalda como se comprobó con el acta de necropsia, cuando no tenía ninguna posibilidad de defenderse, fuera de que el agresor actuó de manera intencional y con el claro propósito de darle muerte.

El homicidio no se cometió en estado de ira. Se trató de un “ajusticiamiento“ calificado como un homicidio agravado, en razón del estado de indefensión de la víctima, tal y como se consignó en el escrito de acusación que radicó un delegado de la FGN.

La A quo consideró que el  preacuerdo presentado violaba el principio de legalidad y no cumplía con el objetivo de “aprestigiar la administración de justicia“ y expuso que aunque se ha considerado que la FGN pose amplias facultades para celebrar ese tipo de convenios, en este caso se debe acoger la posición del delegado del Ministerio Público y de las víctimas, que consideran que se presentó un homicidio agravado por estar originado en un motivo fútil, y hallarse el afectado en estado de indefensión; que además fue cometido por la espalda, disparando el arma por la ventana de la casa del señor Rubiel Naranjo Arias, quien además fue ultimado en presencia de su anciana madre. Por lo tanto improbó la convención…” 
En ese orden de ideas, se hace necesario declarar fundado el impedimento planteado y disponer que la actuación se remita al Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas para que se continúe con el trámite en los términos de ley. 

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 
RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR FUNDADO el impedimento propuesto por la Juez Primera Penal del Circuito de Dosquebradas. En consecuencia, se dispone la remisión de las diligencias al Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas para los fines pertinentes.

SEGUNDO. COMUNICAR lo pertinente a la Juez Primera Penal del Circuito de Dosquebradas.

TERCERO: Contra esta decisión no procede recurso alguno. 

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE 

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
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